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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, cinco (05) de febrero de dos mil catorce (2014)

	RADICADO:

	05 001 33 33 020 2012 00138 00

	ACCIÓN:

	REPARACIÓN DIRECTA

	DEMANDANTE: 
	SILVIA TORRES MEJÍA Y OTROS   

	DEMANDADO:

	EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN

	ASUNTO:
	RESUELVE SOLICITUD DE SUSPENSIÓN POR PREJUDICIALIDAD

	Auto Interlocutorio:
	No. 028


Examinadas las diligencias procede el Despacho de conformidad con lo dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil, a resolver la solicitud de suspensión por prejudicialidad presentada por la apoderada de la parte demandada dentro del presente proceso. 


ANTECEDENTES:
1. Mediante escrito radicado el día 30 de enero de 2014  por intermedio de la oficina de apoyo judicial de los juzgados administrativos de la ciudad, la apoderada de EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN, solicita al Despacho suspender el proceso hasta tanto se decida el proceso de imposición de servidumbre que se tramita ante el Juzgado Primero Civil del Circuito de Envigado; teniendo en cuenta que, tal como se informó en su momento,  la entidad que representa instauró dicha demanda contra los propietarios del inmueble trabado en la presente litis, y en aquél se solicitó la imposición provisional de la servidumbre y la entrega anticipada del inmueble para proceder a trasladar el colector dentro del mismo predio, más cerca del lindero de la propiedad y dentro del retiro de la quebrada La Escuela, para lo cual EPM consignó el a órdenes de tal Despacho Judicial, el valor de la servidumbre.  Advierte así mismo que el Juzgado Primero Civil del Circuito impuso servidumbre provisional en diligencia de inspección judicial realizada el día 13 de febrero de 2013 y autorizó a EPM para ingresar al inmueble, concediéndole un plazo de dos meses para ejecutar las obras de reubicación del colector dentro del mismo predio,  trabajos que se llevaron a cabo por la entidad, habiendo finalizado el 21 de marzo de 2013.

Considera por tanto que estando en trámite tal proceso, en el cual se está pidiendo el pago de los mismos conceptos que se solicitan dentro del presente proceso de reparación directa, considera que las pretensiones son las mismas en ambos casos y teniendo en cuenta que la servidumbre ya fue cancelada por EPM en el proceso Civil, se corre el riesgo de se condene a EPM a pagar dos veces por el mismo concepto. 

En el presente proceso, mediante el ejercicio del medio de control de Reparación Directa, los señores SILVIA ESTELA TORES MEJÍA, OSCAR ALONSO PRECIADO GIL, DAVID SANTIAGO DÍAZ PALACIO Y JOSÉ ANTONO VÉLEZ BUSTAMANTE, por conducto de apoderado judicial, instauraron demanda contra EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN ESP, a fin de que se hagan las siguientes declaraciones:  

“PRIMERO: Se declare la responsabilidad administrativa de Empresas Públicas de Medellín ESP por la ocupación permanente del inmueble identificado con la matrícula inmobiliaria 001-983970 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos Sur, propiedad de mis mandantes. 

SEGUNDO: Se ordene la reubicación del colector de aguas residuales en lugar diferente al inmueble de mis mandantes, para efectos de cese el daño y los perjuicios.

TERCERO: Se pague los perjuicios materiales por los siguientes conceptos: (Pretensión corregida en el memorial mediante el cual se dio cumplimiento a los requisitos exigidos por el Despacho). 

Los demandantes manifestaron bajo la gravedad del juramento que los perjuicios causados son los siguientes y ascienden a las sumas de: 

1. Lucro Cesante: 

Teniendo en cuenta la fecha de la licencia de construcción 26 de octubre de 2011, el tiempo de la construcción (mas de un mes); la iniciación de la actividad comercial del establecimiento de comercio “Dulce Jesús Mío Fonda” (nombre comercial), en dicho inmueble (1 de diciembre de 2011); sería entonces la suma de $35.000.000 TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS, por el mes de diciembre de 2011 y la suma de $20.000.000 VEINTE MILLONES DE PESOS, mensuales a partir del 1 de enero de 2012 y hasta el retiro de colector del inmueble de  mis mandantes; para el momento de la presentación de la demanda y hasta el mes de julio de 2012, asciende a la suma de SETENTA Y CINCO MILLONES DE PESOS ($175.000.000); suma esta dejada de percibir o ingresos no recibidos por este establecimiento de comercio cuando se encontraba en desarrollo o funcionamiento. 

Solicito que en caso de que sea probada una suma mayor a la solicitada, esta sea reconocida por su despacho, es decir si se prueba que los ingresos dejados de percibir del establecimiento son mayores a los solicitados en la demanda, su despacho acoja los realmente probados. 

2. Daño emergente: 

A- La suma de $14.000.000 representados todos los gastos (escrituras anteriores y certificados de tradición en más de 20 años), asesoría jurídica, desde que la parte demandante se dio cuenta de la existencia del colector en el lote de su propiedad, estudio de títulos en más de 20 años, varias reuniones con la empresa demandada, diferentes comunicaciones y estudio de propuestas de la parte demandada y demandante y hasta la presentación de la audiencia de conciliación como requisitos de procedibilidad.

B- Los perjuicios que se ocasionen en caso de que la licencia de construcción se pierda por no poder construir o desarrollar el proyecto dentro del término que concedió el municipio de Sabaneta, perjuicios estos representados en gastos de elaboración de planos y adquisición de la licencia y aprobación de los planos los cuales tienen un valor aproximado de 10.000.000 diez millones de pesos.

Para un calor total de perjuicios materiales en la suma de $199.000.000 CIENTO NOVENTA Y NUEVE MILLONES DE PESOS. 


CUARTA: Que las cantidades liquidas a las cuales se condene a la entidad 
demandada, cobren intereses moratorios desde el mismo día en que quede en 
firme, hasta el día en que efectivamente se produzca el pago efectivo de esas 
condenas…”
Dentro de los hechos que dan sustento a las pretensiones de la demanda, señala:
“Primero: Los señores SILVIA TORRES MEJÍA, OSCAR ALONSO PRECIADO GIL, DAVID SANTIAGO DÍAZ PALACIO, JOSÉ ANTONIO VELEZ BUSTAMANTE, son propietarios del inmueble ubicado en el Municipio de Sabaneta Ant. Cuyas características son las siguientes Lote de terreno con un área de 1.037.58 metros cuadrados de forma irregular el cual linda por el norte 
en 34.18 metros con lote área de cesión (que se incorpora al espacio público del municipio de Sabaneta para vía pública); por el Oriente, en 40.64 metros con la avenida Las Vegas; por el Sur, en 23.31 metros con cerramiento de bodegas; por el Occidente en 33.45 metros, con cerramiento de bodegas. Y con número de matrícula inmobiliaria 001-983970 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos Sur. 

Segundo: El inmueble fue adquirido por escritura pública número 1.678 del 7 de septiembre de 2010, de la Notaría Catorce del Círculo de Medellín. 

Tercero: Los convocantes son comerciantes conocidos en el medio como 
propietarios de fondas, entre ellas, la conocida con el nombre “DULCE JESÚS 
MIO FONDA” (nombre comercial).

Cuarto: En marzo de 2010, la administración del Municipio de Sabaneta les solicitó a mis mandantes la desocupación del inmueble donde desenvolvía la actividad comercial, el establecimiento de comercio “DULCE JESÚS MIO FONDA” (Nombre comercial), la cual era calle 77 Sur No. 46B-90 del Municipio de Sabaneta, por ampliación de la vía.

Quinto: Ante esa eventualidad mis mandantes compraron el citado inmueble, para construir una edificación donde se podía, explotar económicamente el establecimiento de comercio y trasladar del nombre comercial de “DULCE JESUS MIO FONDA”. 

Sexto: A principios del mes de diciembre de 2010, les avisaron a los propietarios del inmueble que en este se encontraban unas personas, al día siguiente se trasladaron al inmueble y encontraron un movimiento de tierra y descubrieron que en dicho lote había un colector de aguas residuales perteneciente a Empresas Públicas de Medellín E.S.P. 

Séptimo: Se procedió entonces el 14 de diciembre de 2010 a solicitarle a Empresas Públicas de Medellín E.S.P., la reubicación del citado colector de aguas residuales. El 17 de enero de 2011 respondieron que se encontraban en negociaciones para la reubicación del colector y por medio de un convenio interadministrativo con el Municipio de Sabaneta. 

Luego la empresa demandada propuso que retiraba el colector del sitio donde se encuentra y lo reubicaba cerca al lindero con la quebrada y que pagaba el derecho para construir una servidumbre sobre el terreno de mis mandantes o que lo retiraba y lo reinstalaba en la vía pública de Las Vegas. Propuesta que fue realizada por el Señor Luis Fernando Londoño en calidad de Jefe del Departamento de Bienes Inmuebles de Empresas Públicas de Medellín.

Octavo: La parte que represento aceptó que fuera reubicado dentro de parte de su lote y que pagaran la franja de la servidumbre que iba hacer (sic) utilizada para reubicar el citado colector. EPM E.S.P., entonces hizo una oferta de constitución de la servidumbre en una franja de 144 metros cuadrados, el 9 de junio de 2011 Nro. 1751381. Previo haber enviado un avalúo de esta área en la suma de $36.000.000, (fecha del avalúo, 27 de mayo de 2011), avalúo éste que tiene vigencia de un año contado a partir 27 de mayo de 2011, tal como se consta en el documento. 

Noveno: Luego se presentaron las siguientes comunicaciones entre las partes:

En fecha del 24 de junio de 2011, mis mandantes dieron respuesta a la citada oferta, solicitando reconsideraran el valor dado a la franja, lo cual no fue posible.

Luego en mis mandantes se vieron avocados a aceptar la oferta de constitución de servidumbre, lo cual ocurrió en 4 de octubre de 2011, por medio de escrito radicado 3388208.

Desde el 10 de octubre de 2011, la parte que represento y por varios medios le comunicó a EPM E.S.P., que mis mandantes habían aceptado la oferta.

El 26 de octubre de 2011, le fue comunicado a EPM E.S.P. que los planos para la construcción del establecimiento de comercio en el inmueble donde se encontraba el colector, habían sido aprobados y que se requería urgentemente el traslado de éste.

El 21 de diciembre de 2011, se envió nuevamente correo electrónico, en el cual se manifiesta que con carácter urgente se de respuesta a la constitución de la servidumbre que había sido aceptada desde hacía más de 2 meses

Nuevamente el 19 de enero de 2012, se procede a enviar a la citada entidad, un correo electrónico en el cual se les reiteraba la necesidad de la reubicación del colector por la urgencia de la construcción de las obras, se les recordó que ya se tenía licencia de construcción, que definieran que iban a hacer entonces con el colecto (es decir, definitivamente donde lo iban a ubicar, si en el lote de mis mandantes mediante la constitución de la servidumbre o en la Avenida Las Vegas). Además para que definieran de una vez por todas donde iban a ubicar el colector se dio como fecha perentoria el día 24 de enero de 2012, pues de lo contrario los demandantes estaban dispuestos a iniciar los trámites administrativos necesarios para definir la situación y obtener el pago de los perjuicios ocasionados por el no retiro del colector. 

Décimo: En el inmueble como se ha manifestado, se tiene proyectado la construcción del establecimiento donde se va a desarrollar la actividad comercial de “Dulce Jesús Mío Fonda” para lo cual se obtuvo la aprobación de los planos y la licencia de construcción en fecha del 26 de octubre de 2011.  Hecho que le fue informado a la demandante por varios medios, entre ellos telefónicos…

La construcción del establecimiento de comercio “DULCE JESUS MIO FONDA” (nombre comercial) no se ha podido iniciar puesto que Empresas Públicas de Medellín E.S.P. aun tiene ubicado el colector donde se iniciaría la construcción de las obras para el funcionamiento del citado establecimiento de comercio.

Décimo Primero: Empresas Públicas de Medellín, está causando graves perjuicios económicos a la parte que represento, al mantener el colector en el lugar donde se va a iniciar la construcción proyectada. Le aclaro al despacho que la empresa demandada tiene otras opciones o lugares  donde ubicar el citado colector, puesto que el lote hace esquina y linda por un costado con la avenida las Vegas y por otro costado esta con la Calle 61 Sur del municipio de Sabaneta, lugares propios para la ubicación del citado colector pues se trata de bienes de uso público”
2.   La demanda fue presentada en la Oficina de Apoyo Judicial de los juzgados administrativos el día 17 de agosto de 2012, fue inadmitida mediante auto del 29 de agosto de 2012, a efectos de que en el término de diez (10) días se subsanaran los defectos simplemente formales de que adolecía; una vez allegado el escrito de subsanación, la demanda fue admitida por proveído del 19 de septiembre de 2012; providencia notificada al accionante por anotación en estado del 20 de septiembre de 2012 (folio 173), al Ministerio Público el 2 de octubre del mismo año (folio 173 y 175), y a la entidad demandada el 10 de octubre de 2012 (folio 179).

3. La entidad demandada, dio contestación al libelo dentro de la oportunidad legal (folios 186 a 219), y habiendo formulado excepciones, se corrió traslado a la parte contraria de las mismas durante los días 12 al 14 de febrero de 2013 (folio 222). Seguidamente, por auto del 20 de febrero de 2013, se fijó fecha para la audiencia inicial (folio 227). Diligencia ésta que fue aplazada a petición de la parte demandada, señalándose como nueva fecha el día 18 de abril de 2013 (folio 232), fecha en la que se celebró la misma y se decretaron las pruebas solicitadas tanto por la parte actora como por la demandada.
El día 6 de junio de 2013 a las nueve de la mañana y a las dos de la tarde, se llevó a cabo la audiencia de pruebas de que trata el artículo 181 del CPACA, en la cual se rindió el dictamen por parte del perito designado por el Despacho y se recibieron las declaraciones de tres de los testigos citados,  suspendiéndose la misma, y ordenándose continuar con ella el 7 de junio y el 18 de julio de 2013 respectivamente.  

La apoderada de la parte demandante solicitó la ampliación del dictamen dentro del término de traslado, al igual que la apoderada de la entidad demandada, quien además formuló objeción por error grave, por lo que, una vez rendida la complementación del experticio por parte del perito, se decretaron las pruebas para resolver la objeción y se designó nuevo auxiliar de la justicia, quien rindió su informe el día 29 de noviembre de 2013, del cual se corrió traslado a las partes por el término de tres (3) días, por auto del 4 de diciembre de 2013, tal como lo prevé el artículo 238 del C. de P. Civil, sin que se pronunciaran las mismas al respecto.

Posteriormente, procedió el Juzgado a fijar fecha para la audiencia de alegaciones y juzgamiento, tal como lo dispone el artículo 182 de la Ley 1437 de 2011, para el próximo 14 de febrero de 2014.
4. En cuaderno separado, mediante auto del 19 de septiembre de 2012 (folio 1 cuaderno 2), se corrió traslado por el término de cinco (5) días, de la solicitud de medida cautelar presentada por el demandante, siendo resuelta de manera desfavorable mediante providencia del 31 de Octubre de 2012 (folios 62 a 65 cuaderno No. 2).
C O N S I D E R A C I O N E S
El ordenamiento procesal civil consagra en el artículo 170 las situaciones o eventos en los cuales el Juez decretará la suspensión del proceso. El numeral segundo de la norma reza: “Cuando la sentencia que debe dictase en un proceso, depende de lo que debe decidirse en otro proceso civil que verse sobre cuestión que no sea procedente resolver en el primero, o de un acto administrativo de alcance particular cuya nulidad esté pendiente del resultado  de un proceso contencioso administrativo…”. 

A su turno, el artículo 171 ibídem, establece que la suspensión del proceso en los eventos descritos en los numerales 2 y 3 del artículo 170, “solo se decretará mediante prueba de la existencia del proceso que la determina y una vez que el proceso que debe suspenderse se encuentre en estado de dictar sentencia”.

Como ya se advirtió en acápite precedente, en el presente proceso se pretende por parte de los demandantes, la declaratoria de responsabilidad de la entidad demandada por la ocupación permanente del inmueble de su propiedad, solicitando la indemnización de los perjuicios presuntamente generados con tal ocupación, discriminando para tal efecto, cada una de las cifras solicitadas por concepto de lucro cesante y daño emergente; sin que se advierta que dentro de las sumas solicitadas se encuentre el valor del inmueble o de la parte del mismo que eventualmente habría de ser objeto de la servidumbre para la colocación del colector de aguas residuales. 

Por su parte, a folios 250 y siguientes del cuaderno principal del expediente, obra certificación expedida por el Secretario del Juzgado Primero Civil del Circuito de Envigado, dando cuenta de la existencia del proceso de imposición de servidumbre instaurado por EPM E.S.P., en contra de los propietarios de tal predio; así mismo, a folios 27 a 43 del cuaderno número dos, milita copia de la demanda civil presentada, en la que se lee claramente que las pretensiones de la misma son las siguientes: 
“PRIMERA: Imponer a favor de EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P.- EPM-, Empresa Industrial y Comercial del orden municipal, servidumbre sobre el bien inmueble de propiedad de los señores DAVID SANTIAGO DÍAZ PALACIO, SILVIA ESTELLA TORRES MEJÍA, JOSÉ ANTONIO VÉLEZ BUSTAMANTE Y OSCAR ALONSO PRECIADO GIL, matrícula inmobiliaria No. 001-983970 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín Zona Sur, ubicado en el municipio de Sabaneta, para la instalación de red de alcantarillado, en una faja o zona de terreno con un área aproximada de 114,60 metros cuadrados, cuyos linderos son los siguientes:…
SEGUNDA: Como consecuencia de la anterior declaración se autorice a EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P.- EPM- para ejecutar todas las obras que posibiliten el goce efectivo de la servidumbre, tales como: (…)
TERCERA: Prohibir a la parte demandada realizar cualquier acto que entorpezca u obstaculice el derecho real de servidumbre que se constituye a favor de EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P.- EPM-.
CUARTA: Oficiar al señor Registrador de Instrumentos Públicos de Medellín Zona Sur (Antioquia), para que realice la inscripción de la sentencia que impone la servidumbre a favor de EPM, en el folio de matrícula inmobiliaria No. 001-983970.

QUINTA: Fijar el valor de la indemnización por la servidumbre que se decreta a favor de EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P.- EPM- en la suma de TREINTA Y SEIS MILLONES D PESOS ($36.000.000) o en la que el Despacho estime, conforme al procedimiento estipulado en el artículo 111 del Decreto 222 de 1983, valor que estará sujeto a los descuentos de ley, al momento de efectuar el pago. 
SEXTA: La suma que fije el Juzgado y deba pagarse al demandado a título de indemnización, será consignada en el Banco y cuenta de depósitos judiciales que el despacho establezca.

SEPTIMA: Condenar en costas al demandado, en el evento de que se opusiere a las pretensiones de la demanda.

IV. PETICIONES ESPECIALES:

PRIMERA: AUTORIZAR LA CONSIGNACIÓN A DISPOSICIÓN DEL DESPACHO  DE LA INDEMNIZACIÓN DEL BIEN: 
De conformidad con lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 111 del Decreto 222 de 1983, de forma respetuosa solicito que en el auto admisorio de la demanda autorice la consignación a disposición de su Despacho, del estimativo de la indemnización que en concepto de la entidad que represento debe reconocerse a los propietarios del bien, la cual corresponde a la suma de TREINTA Y SEIS MILLONES DE PESOS ($36.000.000); suma que se consignaría previos los descuentos de ley, de conformidad con el informe de avalúo 2592 del Departamento de Bienes Inmuebles de EPM actualizado a junio de 2012.
SEGUNDA: AUTORIZAR LA IMPOSICIÓN PROVISIONAL DE LA SERVIDUMBRE: 

Solicito de manera respetuosa, fijar fecha, de ser posible, dentro de los dos (2) días siguientes a la presentación de la demanda, para la realización de inspección judicial sobre el predio que habrá de ser afectado por la servidumbre y autorizar la imposición provisional de la misma, conforme lo establece el numeral 5º del artículo 111 del Decreto 222 de 1983”.
En pronunciamiento de 17 de agosto de 2006, expediente 15820, la Sección Cuarta del Consejo de Estado, señaló:

De la norma transcrita se infiere que un proceso, por norma general, se suspende por prejudicialidad penal, civil o administrativa o cuando las partes lo pidan de común acuerdo por tiempo determinado o en los casos previstos en la codificación procesal civil sin necesidad de decreto del juez.

Pues bien, la figura de la suspensión por prejudicialidad, tiene ocurrencia cuando la decisión que debe tomarse en un determinado proceso, depende a su vez de la que deba emitirse en otro, en virtud de lo cual, la adopción de la decisión se suspende hasta tanto se resuelve ese otro aspecto que tiene incidencia directa sobre el fallo que se va a dictar.  De esta manera, la dependencia se convierte en característica esencial de la figura y se reitera, hace alusión a que el asunto a decidir en un proceso se constituye en  indispensable y determinante para tomar la decisión en otro proceso
, es decir, la decisión de un proceso queda condicionada a las resultas de otro.  

 En este sentido el doctrinante Hernán Fabio López Blanco 
 señala: “Para que pueda hablarse de cuestiones prejudiciales se requiere no la simple relación entre dos procesos sino la incidencia definitiva y directa que la decisión que se tome en un proceso tenga sobre la que se adopte en otro, de modo tal que sea condicionante total o parcialmente del sentido del fallo que deba proferirse. (…) Obra siempre que la cuestión debatida en el proceso no sea de aquellas que han podido ventilarse dentro del mismo a manera de excepción o de acumulación de procesos. ”
Del análisis y comparación de las pretensiones en cada uno de los procesos, se desprende que no hay identidad en las mismas, pues se advierte que ante el Juzgado Primero Civil del Circuito de Envigado se encuentra en discusión la solicitud de permiso para hacer uso de una faja del terreno perteneciente a los señores DAVID SANTIAGO DÍAZ PALACIO, SILVIA ESTELLA TORRES MEJÍA, JOSÉ ANTONIO VÉLEZ BUSTAMANTE Y OSCAR ALONSO PRECIADO GIL, y la consiguiente indemnización que a favor de éstos ofrece EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN, por la privación de la plena propiedad sobre tal predio.
Ahora, en el presente proceso, analizadas las pretensiones, advierte el Despacho que los perjuicios cuya indemnización se reclaman, tienen relación a la imposibilidad de construir el local y adecuar el funcionamiento de un establecimiento de comercio de propiedad de los actores, derivado de la presunta demora o negativa de EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN en la constitución de la servidumbre para la reubicación del colector de aguas residuales que se encontraba en el lote de su propiedad.  

En consecuencia, a juicio de esta operadora judicial, la decisión que se profiera dentro de las presentes diligencias no dependen directamente de la que se tome dentro del proceso de imposición de servidumbre que se tramita ante el Juzgado Primero Civil del Circuito de Envigado y por lo tanto, no se reúnen los presupuestos de la normatividad procesal civil para que se decrete la suspensión por prejudicialidad dentro de la presente actuación, pues no existe relación de dependencia entre uno y otro.
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN,  

RESUELVE:
PRIMERO: NO Decretar la Suspensión por prejudicialidad dentro del presente proceso, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO. Ejecutoriado esta providencia, sígase con el trámite, llevando a cabo la audiencia de alegaciones y juzgamiento que se tiene programada para el próximo catorce (14) de Febrero de 2014.
NOTIFÍQUESE

SANDRA LILIANA PEREZ HENAO
JUEZ

NOTIFICACIÓN POR ESTADO


JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO





En la fecha se notifica por ESTADO el auto anterior,





Medellín, 6 de Febrero de 2014 fijado a las 8 a.m.








_________________________________________________________


VERONICA MARIA PEDRAZA PIEDRAHITA


Secretaria








� Consejo de Estado.  Sección Cuarta.  Sentencia de fecha 5 de marzo de 2004. Expediente. 14366.  Actor Carlos Federico Ruiz. Consejero Ponente Dr. Juan Ángel Palacio Hincapié. 


� Procedimiento Civil Parte General. Págs. 985 y 988.
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